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Expediente N.º 20.995 
 
 

ASAMBLEA LEGISLATIVA: 
 
El desarrollo económico y social de un país tiene íntima relación con el desarrollo 
de obras de infraestructura vial, pues son estas las que mejoran las condiciones 
de competitividad, pues garantizan la movilidad, el comercio, la conexión entre 
regiones e incluso entre países. 
 
En el contexto actual los ministerios y demás instituciones  se encuentran cada día 
más necesitados de instrumentos jurídicos que les permitan el ejercicio de sus 
funciones de forma expedita y eficiente y que, a su vez, les ayuden a una 
flexibilización razonable de algunos de los procesos y trámites para el logro de 
resultados. 
 
En el caso específico de la infraestructura vial, que un país cuente con carreteras 
y caminos en buen estado, que funcionen de manera adecuada a sus intereses y, 
asimismo, que permitan la transitabilidad en forma segura y sin riesgos es de 
suma importancia. 
 
Actualmente una de las situaciones que generan dificultades en la ejecución de 
obras de mantenimiento y conservación de las vías públicas está referida a la 
corta de los árboles que crecen en el derecho de vía, pues para efectuar tal corta 
se requiere la autorización del Ministerio de Ambiente y Energía, lo cual genera 
trámites que causan afectación y dilación de la intervención oportuna de las vías y 
que no resultan congruentes con el servicio público que están llamadas a cumplir 
con eficiencia. 
 

La Ley de Construcciones, Ley N.° 833, de 2 de noviembre de 1949, y sus 
reformas, establece en el artículo 4 que “vía pública es todo terreno de dominio 
público y de uso común que por disposición de la autoridad administrativa se 
destinare al libre tránsito de conformidad con las leyes y reglamentos de 
planificación y que de hecho esté destinado ya a ese uso público”. 
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Mientras que el artículo 2 de la Ley General de Caminos Públicos, N.° 5060, de 22 
de agosto de 1972, y sus reformas, dispone que son propiedad del Estado todos 
los terrenos ocupados por carreteras y caminos públicos existentes, o bien, que se 
construyan en el futuro, mientras que las municipalidades tienen la propiedad de 
las calles de su jurisdicción. 
 
El derecho de vía, que es el terreno destinado a la construcción vial, se encuentra 
definido en el artículo 2 de la Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres y 
Seguridad Vial, N.° 9078, de 4 de octubre de 2012 y sus reformas, de la siguiente 
forma: 
 

“Derecho de vía:  derecho que recae sobre una franja de terreno de 
naturaleza demanial y que se destina a la construcción de obras viales 
para la circulación de vehículos o el tránsito de personas o de otras obras 
relacionadas con la seguridad, el ornato, la nomenclatura vial, el anuncio 
informativo de servicios, las actividades y los destinos turísticos, así como 
para la instalación de paradas de vehículos de transporte público o 
parabuses”. 

 
Con este antecedente normativo, y encontrándose clara la definición de la 
titularidad de los terrenos de las carreteras y caminos públicos al Estado y las 
municipalidades según corresponda, por considerarse bienes de dominio público, 
carece de toda lógica y razonabilidad someter el desarrollo de un proyecto de 
infraestructura vial al excesivo cumplimiento de trámites y procesos que, a su vez, 
pueden generar un impacto que por el tiempo que ello demanda tiene en la 
ejecución de los proyectos, que por su naturaleza debe ser ágil y efectivo. 
 
Es por ello que se ha considerado la urgente necesidad de plantear una 
flexibilización de la norma que actualmente regula la ejecución de obras de 
conservación, de reconstrucción y de mejoramiento de la red vial existente, 
facultando a que en virtud del interés público sea posible remover, sin trámite 
alguno, todo obstáculo del derecho de vía, incluyendo vegetación y árboles, sin 
que se infrinja la normativa forestal o ambiental; siempre que el derecho de vía se 
encuentre localizado fuera de parques nacionales o áreas silvestres protegidas.  
Y, en el mismo sentido, cuando se requiera intervenir los cauces de dominio 
público se exonere de los permisos cuando las obras correspondan a puentes, 
pasos de alcantarilla y muros de contención asociados a estos. 
 
Lo anterior debido a que tanto para el Ministerio de Obras Públicas y Transportes 
como para las municipalidades es ineludible la construcción e intervención ágil de 
las vías, por la naturaleza del servicio que se presta, y por lo que representa para 
el tráfico comercial y para el turismo. 
 
Y en el entendido que la construcción o intervención de una obra vial obedece a 
una planificación por razones y motivos de orden técnico, social y económico, por 
tanto, debe otorgársele al Estado y a las municipalidades las facilidades para que 
en el caso de la construcción e intervención de infraestructura vial puedan lograr 
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sus cometidos de forma más expedita, sin contravenir la protección al ambiente 
regulada en la normativa vigente. 
 
Lo que se plantea en este proyecto de ley tiene concordancia con lo estipulado en 
el artículo 228 de la Ley N.° 9078, “Ley de Tránsito por Vías Públicas Terrestres”, 
en el que se establece la autorización a las autoridades de tránsito para remover 
los obstáculos, avisos o rótulos que por semejanza, forma, color y colocación 
puedan entorpecer la lectura de las señales de tránsito o tomar cualquier otra 
medida para garantizar la circulación de los vehículos y la visibilidad de las vías 
públicas. 
 
Siendo entonces que se pretende remover con esta propuesta cualquier obstáculo 
existente dentro del derecho de vía, que por su naturaleza y objetivo deben ser 
inmediatos, ágiles y eficientes. 
 
Esto en la búsqueda de una actuación expedita en pro del desarrollo, 
conservación y mantenimiento vial de nuestra infraestructura vial, sin dejar de lado 
el cumplimiento en lo ambiental, respetando las limitaciones a la reducción, o uso 
de las áreas determinadas por ley como áreas protegidas y el patrimonio natural 
del Estado. 
 
Y en la promoción del desarrollo equilibrado y sostenible, flexibilizando 
razonablemente algunas disposiciones legales que faciliten la gestión del 
Ministerio de Obras Públicas y Transportes y las municipalidades, en procura de 
brindar servicios eficientes a los usuarios y se coadyuve en la competitividad del 
país. 
 
Con base en lo expuesto anteriormente, se somete a consideración de las señoras 
diputadas y los señores diputados el presente proyecto de ley. 
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LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 

 
LEY PARA LA EFICIENCIA EN LA CONSERVACIÓN, RECONSTRUCCIÓN 

Y  MEJORAMIENTO  DE  LA  RED  VIAL  CANTONAL,  ADICIÓN 
DE LOS ARTÍCULOS 2 BIS Y 2 TER A LA LEY GENERAL 

DE  CAMINOS  PÚBLICOS,  N.°  5060,  DE 
22   DE   AGOSTO   DE   1972, 

Y   SUS   REFORMAS 
 
 
 

ARTÍCULO ÚNICO- Adiciónense un artículo 2 bis y un artículo 2 ter a Ley 
General de Caminos Públicos, N.° 5060, de 22 de agosto de 1972, que se leerán 
de la siguiente manera: 
 
Artículo 2 bis- Para el debido cumplimiento de sus cometidos, las 
instituciones públicas competentes para la ejecución de obras de conservación, de 
reconstrucción y de mejoramiento de la red vial existente podrán remover en virtud 
del interés público, sin trámite alguno, todo obstáculo del derecho de vía, 
incluyendo vegetación y árboles, sin que ello signifique transgresión a la normativa 
forestal o ambiental; lo anterior siempre que el derecho de vía se encuentre 
localizado fuera de parques nacionales o áreas silvestres protegidas. 
 
Dichas instituciones serán responsables de la debida ejecución de las obras que 
se realicen en atención del párrafo anterior. 
 
Artículo 2 ter- Cuando para la ejecución de obras de construcción, 
conservación, reconstrucción y mejoramiento de la red vial se requiera intervenir 
los cauces de dominio público, las instituciones públicas competentes estarán 
exoneradas de los permisos cuando las obras correspondan a puentes, pasos de 
alcantarilla y muros de contención asociados a estos.  En estos casos será 
suficiente la comunicación y previa aprobación por parte de las instancias 
competentes del Ministerio de Ambiente y Energía, de la fundamentación y 
justificación técnica que incluyan la descripción, ubicación y plazo de ejecución de 
las obras, así como las medidas de compensación, mitigación, prevención, 
restauración y recuperación según corresponda para dichas labores.  Otras obras 
de intervención de cauces de dominio público deberán tramitar el permiso 
respectivo ante las entidades correspondientes. 
 
El Ministerio de Ambiente y Energía conservará las potestades conferidas en 
materia de control y fiscalización de las obras en cauce que se realicen de 
conformidad con el párrafo anterior, pudiendo atender denuncias que se 
presenten, inspeccionar las obras y de considerar necesario ordenar su 
suspensión. 
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Rige a partir de su publicación. 
 
 
 

Pablo Heriberto Abarca Mora   Ana Karine Niño Gutiérrez  
 
 
Roberto Hernán Thompson Chacón  Marulin Raquel Azofeifa Trejos 
 
 
Daniel Isaac Ulate Valenciano   Giovanni Alberto Gómez Obando 
 
 
Luis Ramón Carranza Cascante   Paola Viviana Vega Rodríguez  
 
 

Pedro Miguel Muñoz Fonseca 
 

Diputados y diputadas. 
 
 
 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
27 de setiembre de 2018 
 
 
NOTAS: Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión 

Permanente Ordinaria de Asuntos Jurídicos.  
 

Este proyecto cumplió el trámite de revisión de forma en el 
Departamento de Servicios Parlamentarios. 

 


